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HECHOS

PRIMERO.-  Con fecha 13 de marzo de 2014, se dictó sentencia en el recurso contencioso-administrativo núm. 68/2012, interpuesto por el Procurador de los Tribunales D. Emilio Martínez Benitez, en nombre y representación de D. contra la desestimación presunta, por silencio administrativo, del recurso de alzada formulado ante el Tribunal Económico-Administrativo Central [Expte. 537/2011] respecto de la Resolución adoptada con fecha de 29 de noviembre de 2010 por el Tribunal Económico-Administrativo Regional de Extremadura [Expte. núm. 06/1080/2009], a su vez desestimatoria de la Reclamación Económico-Administrativa interpuesta frente al acto administrativo de derivación de responsabilidad tributaria dictado con fecha de 23 de abril de 2009 por la Coordinadora de Unidades Regionales de Recaudación [Dependencia de Recaudación - Delegación de Badajoz, Agencia Estatal de Administración Tributaria],  a cargo del mencionado  D. , declarándolo responsable subsidiario, en su condición de administrador [art. 40.1, párrafo primero, de la Ley 230/1963, General Tributaria, modificada por la Ley 10/1985], del pago de las deudas tributarias contraídas por la entidad «PROMOTORA DE MERCADOS Y SERVICIOS, S. A.» En la Parte Dispositiva o Fallo de cuya sentencia, se hacía constar: 

«1. Desestimamos el recurso contencioso-administrativo interpuesto por la representación procesal de D contra la desestimación presunta, por silencio administrativo, del recurso de alzada formulado ante el Tribunal Económico-Administrativo Central [Expte. 537/2011] respecto de la Resolución adoptada con fecha de 29 de noviembre de 2010 por el Tribunal Económico-Administrativo Regional de Extremadura [Expte. núm. 06/1080/2009].Y  en consecuencia, confirmamos las mencionadas resoluciones así como la resolución administrativa de derivación de responsabilidad subsidiaria a que la misma se contrae, ya mencionadas, por ser conformes a Derecho.  2. Con imposición, a la parte demandante, de las  costas procesales causadas en esta instancia. 3. Notifíquese esta Sentencia a las partes personadas, a las que se hace la indicación de que contra la misma no cabe la interposición de recurso ordinario alguno [art. 86.2 b) de la Ley Jurisdiccional].

SEGUNDO.- La sentencia dictada fue notificada a la representación procesal de D. el 20 de marzo de 2014, y el 15 de abril de 2014 presentó escrito promoviendo incidente de nulidad de actuaciones frente a la sentencia y solicitando que:

«…se declare nula la resolución dictada, se repongan las actuaciones al estado y momento procesal anterior  a que fue dictada la sentencia por este cauce hoy impugnada, y se dicte una nueva resolución respetuosa con el derecho a la tutela judicial efectiva y el derecho a la presunción de inocencia, todo ello sin que, en caso de desestimarse nuestra pretensión  planteada mediante este incidente, su ponga la condena en costas de mi representado.»
TERCERO.- Mediante providencia de 16 de abril de 2014 se admitió a trámite el incidente y, de conformidad con el art. 241.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, modificada por la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, se dio traslado a la Abogacía del Estado por término de cinco días para alegaciones, trámite que formalizó mediante escrito de fecha 22 de abril de 2014, en el que solicitó la desestimación del incidente planteado y la imposición de las costas a la parte demandante. Por lo que mediante diligencia de ordenación de 24 de abril de 2014 quedaron las actuaciones en poder del Pnente para resolución.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-  El marco normativo del incidente de nulidad de actuaciones.

La Ley Orgánica 6/1985, del Poder Judicial, art. 241 (*), establece:

«1. No se admitirán con carácter general incidentes de nulidad de actuaciones. Sin embargo, excepcionalmente, quienes sean parte legítima o hubieran debido serlo podrán pedir por escrito que se declare la nulidad de actuaciones fundada en cualquier vulneración de un derecho fundamental de los referidos en el artículo 53.2 de la Constitución, siempre que no haya podido denunciarse antes de recaer resolución que ponga fin al proceso y siempre que dicha resolución no sea susceptible de recurso ordinario ni extraordinario. Será competente para conocer de este incidente el mismo juzgado o tribunal que dictó la resolución que hubiere adquirido firmeza. El plazo para pedir la nulidad será de 20 días, desde la notificación de la resolución o, en todo caso, desde que se tuvo conocimiento del defecto causante de indefensión, sin que, en este último caso, pueda solicitarse la nulidad de actuaciones después de transcurridos cinco años desde la notificación de la resolución. El juzgado o tribunal inadmitirá a trámite, mediante providencia sucintamente motivada, cualquier incidente en el que se pretenda suscitar otras cuestiones. Contra la resolución por la que se inadmita a trámite el incidente no cabrá recurso alguno. 2. Admitido a trámite el escrito en que se pida la nulidad fundada en los vicios a que se refiere el apartado anterior de este artículo, no quedará en suspenso la ejecución y eficacia de la sentencia o resolución irrecurribles, salvo que se acuerde de forma expresa la suspensión para evitar que el incidente pudiera perder su finalidad, y se dará traslado de dicho escrito, junto con copia de los documentos que se acompañasen, en su caso, para acreditar el vicio o defecto en que la petición se funde, a las demás partes, que en el plazo común de cinco días podrán formular por escrito sus alegaciones, a las que acompañarán los documentos que se estimen pertinentes. Si se estimara la nulidad, se repondrán las actuaciones al estado inmediatamente anterior al defecto que la haya originado y se seguirá el procedimiento legalmente establecido. Si se desestimara la solicitud de nulidad, se condenará, por medio de auto, al solicitante en todas las costas del incidente y, en caso de que el juzgado o tribunal entienda que se promovió con temeridad, le impondrá, además, una multa de 90 a 600 euros. Contra la resolución que resuelva el incidente no cabrá recurso alguno.»

(*) Se modifica el párrafo primero del apartado 1 por la disposición final 1 de la Ley Orgánica 6/2007, de 24 de mayo. Se modifica por el art. único.58 de la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre. 

Y la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, art. 228 (¨*), bajo la rúbrica de « Incidente excepcional de nulidad de actuaciones.», dispone:

«1. No se admitirán con carácter general incidentes de nulidad de actuaciones. Sin embargo, excepcionalmente, quienes sean parte legítima o hubieran debido serlo podrán pedir por escrito que se declare la nulidad de actuaciones fundada en cualquier vulneración de un derecho fundamental de los referidos en el artículo 53.2 de la Constitución, siempre que no haya podido denunciarse antes de recaer resolución que ponga fin al proceso y siempre que dicha resolución no sea susceptible de recurso ordinario ni extraordinario. Será competente para conocer de este incidente el mismo Tribunal que dictó la resolución que hubiere adquirido firmeza. El plazo para pedir la nulidad será de veinte días, desde la notificación de la resolución o, en todo caso, desde que se tuvo conocimiento del defecto causante de indefensión, sin que, en este último caso, pueda solicitarse la nulidad de actuaciones después de transcurridos cinco años desde la notificación de la resolución. El Tribunal inadmitirá a trámite, mediante providencia sucintamente motivada, cualquier incidente en el que se pretenda suscitar otras cuestiones. Contra la resolución por la que se inadmita a trámite el incidente no cabrá recurso alguno. 2. Admitido a trámite el escrito en que se pida la nulidad fundada en los vicios a que se refiere el apartado anterior de este artículo, no quedará en suspenso la ejecución y eficacia de la sentencia o resolución irrecurribles, salvo que se acuerde de forma expresa la suspensión para evitar que el incidente pudiera perder su finalidad, por el Secretario judicial se dará traslado de dicho escrito, junto con copia de los documentos que se acompañasen, en su caso, para acreditar el vicio o defecto en que la petición se funde, a las demás partes, que en el plazo común de cinco días podrán formular por escrito sus alegaciones, a las que acompañarán los documentos que se estimen pertinentes. Si se estimara la nulidad, se repondrán las actuaciones al estado inmediatamente anterior al defecto que la haya originado y se seguirá el procedimiento legalmente establecido. Si se desestimara la solicitud de nulidad, se condenará, por medio de auto, al solicitante en todas las costas del incidente y, en caso de que el Tribunal entienda que se promovió con temeridad, le impondrá, además, una multa de noventa a seiscientos euros. Contra la resolución que resuelva el incidente no cabrá recurso alguno.

(*) (Se modifica por el art. 15.128 de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre. Se convierten a euros las cuantías contempladas en el apartado 2 por el Anexo I del Real Decreto 1417/2001, de 17 de diciembre.

Principio del formulario

SEGUNDO.-  Planteamiento del incidente de nulidad de actuaciones.

1. Los motivos del incidente, expuestos en el escrito rector del mismo, son los siguientes:

«Aplicabilidad del incidente de nulidad de actuaciones al caso que nos ocupa»

«Derecho fundamental en el que se sustenta el presente incidente: derecho a la tutela judicial efectiva»

«El razonamiento de la Sala para negar la tutela judicial efectiva: la función esencialmente revisora de la jurisdicción contencioso-administrativa»

«El proceso contencioso-administrativo como un auténtico proceso, no una nueva instancia, y como verdadero mecanismo de control universal de la actividad administrativa»

«Incidencia del principio pro actione»
«Denegación del acceso de mi representado a la tutela judicial efectiva: incongruencia omisiva de la sentencia»

«Una consecuencia más de la denegación del acceso a la tutela judicial efectiva: vulneración del principio de presunción de inocencia»

«En ningún caso se plantearon cuestiones nuevas»

«Inexistencia de desviación procesal»

«Es la primera vez que se plantea la pretensión ante un tribunal de justicia y con intervención de abogado»

«Frente a la función esencialmente revisora de la jurisdicción contencioso-administrativa debe alzarse el carácter pleno de la misma y el derecho a la tutela judicial efectiva»

«Incongruencia omisiva que se basa en un presupuesto de hecho equivocado: no hubo conformidad ni a la liquidación ni a la sanción de la deudora principal»

«Si hubo cuestiones no alegadas en la vía previa fue, entre otras cosas, porque mi representado no había tenido acceso al expediente completo»

«Sentencias que avalan nuestra petición de nulidad de actuaciones»

2.  A través de los motivos expuestos, la parte actora hace valer sustancialmente la conculcación, por la sentencia pronunciada, del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva [art. 24.1 CE] y, con ello, la nulidad de aquella [art. 241 LOPJ]. Ante la incongruencia omisiva de la sentencia [basada, se dice, en un presupuesto de hecho equivocado] y la vulneración del principio de presunción de inocencia, haciendo valer el principio pro actione y el carácter pleno de la jurisdicción frente al carácter revisor de ésta, en punto al enjuiciamiento de las cuestiones litigiosas planteadas en el proceso. Recalca la parte actora que en ningún caso se plantearon cuestiones nuevas y que no se produjo desviación procesal, destacando la circunstancia de que si hubo cuestiones no alegadas en vía previa fue, entre otras cosas, porque el particular recurrente no había tenido acceso al expediente completo.

Además de lo cual, en el escrito rector del incidente se hace referencia a la resolución expresa, parcialmente estimatoria del recurso de alzada, dictada por el Tribunal Económico-Administrativo Central el 24 de octubre de 2013, de la que adjunta copia junto con el oficio de 27 de enero de 2014 por el que se dio traslado al representante, en vía económico-administrativa, de D., de la referida resolución expresa, de la que se dice que “que esta parte ha conocido con posterioridad a la notificación de la sentencia que impugnamos y que se ha dictado frente a la resolución presunta”, “resolución que no fue notificada a mi representado sino a su antiguo asesor (puede observarse cómo la notificación va dirigida a …, quien no es, desde hace mucho tiempo, asesor ya, ni representante de…) y que lamentablemente no ha llegado a conocimiento de mi representado hasta el momento de redactar este incidente…” Subraya la parte actora que, conforme a la resolución expresa “ha de darse audiencia ahora a mi representado para que se pronuncie sobre aquellas sanciones impuestas a lña deudora principal”.

2.  La Abogacía del Estado se opone al incidente planteado, solicitando la desestimación del mismo y la imposición de las costas a la parte demandante. 

Al respecto, señala que el incidente de nulidad de actuaciones tiene carácter excepcional y extraordinario; que la parte actora utiliza, sin embargo, el mismo” para poner de manifiesto su desacuerdo con el contenido de una sentencia, demostrando, por tanto, un proceder que desvirtúa por completo dicho trámite (…), siendo éste un nuevo recurso encubierto frente a la sentencia perjudicial para la recurrente, no pudiendo por tanto admitirse, y debiendo de manera subsidiaria desestimarse”. Agrega que la Sala ya ha resuelto todas las pretensiones que el recurrente ha planteado y, en función de lo señalado en la página 9 de la sentencia, considera que “ninguna incongruencia se produce, como tampoco existe infracción alguna de la normativa y jurisprudencia expuesta ampliamente en el escrito promotor del incidente, puesto que la Sala, precisamente teniendo en cuenta el derecho que de contrario se entiende vulnerado, examina las cuestiones deducidas en la demanda”. Finalmente, considera que “es preciso tener en cuenta la doctrina (…) en relación co0n el vicio de incongruencia denunciado, que entiende que la misma no existe cuando la contestación a las pretensiones de la parte que la denuncia, aun cuando no se realice de modo expreso, se entienda efectuada de los términos en los que está redactada la sentencia”.

TERCERO.- Sobre el incidente planteado. 

1. Como queda dicho, a través del incidente promovido, la parte actora ha puesto en conocimiento del órgano jurisdiccional la resolución expresa dictada por el TEAC con fecha de 24 de octubre de 2013 [R. G. 537/11], en la que partiendo de lo establecido en el art. 41 de la Ley 58/2003, tras su modificación por la Ley 7/2012, en vigor desde 31 de octubre de 2012, así como de lo establecido en el art.10.2 de la misma Ley 58/2003, consideró aplicable aquella primera norma con carácter retroactivo, estimando parcialmente la reclamación [art. 239.3, Ley 58/2003] y anulando el acuerdo de derivación de responsabilidad tributaria originariamente impugnado, con retroacción de las actuaciones al momento de la propuesta de declaración de responsabilidad, al objeto de que por el órgano de gestión se proceda a la aplicación del art. 41.4 de la Ley General Tributaria y a dictar nuevo acto de declaración de responsabilidad, “que excluya o no del alcance de la responsabilidad dicha reducción del artículo 188.1 b)”, en cuyo acto “advertirá al responsable de la posibilidad de la reducción del artículo 188.3 de la LGT de 2003 (del 25%), si efectúa su pago en período voluntario y no interpone reclamación o recurso contra el acuerdo de declaración de responsabilidad”.

2. Por consiguiente, antes de que se dictase la sentencia objeto del incidente examinado, se produjo el supuesto contemplado en el apartado 4 del art. 36 de la Ley 29/1998, a cuyo tenor:

«1. Si antes de la sentencia se dictare o se tuviere conocimiento de la existencia de algún acto, disposición o actuación que guarde con el que sea objeto del recurso en tramitación la relación prevista en el artículo 34, el demandante podrá solicitar, dentro del plazo que señala el artículo 46, la ampliación del recurso a aquel acto administrativo, disposición o actuación. 

2. De esta petición, que producirá la suspensión del curso del procedimiento, el Secretario judicial dará traslado a las partes para que presenten alegaciones en el plazo común de cinco días. (1)

3. Si el órgano jurisdiccional accediere a la ampliación, continuará la suspensión de la tramitación del proceso en tanto no se alcance respecto de aquélla el mismo estado que tuviere el procedimiento inicial.

4. Será asimismo aplicable lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo cuando en los recursos contencioso-administrativos interpuestos contra actos presuntos la Administración dictare durante su tramitación resolución expresa respecto de la pretensión inicialmente deducida. En tal caso podrá el recurrente desistir del recurso interpuesto con fundamento en la aceptación de la resolución expresa que se hubiere dictado o solicitar la ampliación a la resolución expresa. Una vez producido el desistimiento del recurso inicialmente interpuesto, el plazo para recurrir la resolución expresa, que será de dos meses, se contará desde el día siguiente al de la notificación de la misma.»
(1) Se modifica el apartado 2 por el art. 14.3 de la Ley 13/2009, de 3 de noviembre.

La resolución expresa dictada ha venido a estimar parcialmente el recurso de alzada y a invalidar el acto administrativo de derivación de responsabilidad tributaria originariamente impugnado. Por lo cual, para evitar la indefensión de parte, y preservar el derecho a la tutela judicial efectiva [art.   ], es preciso declarar la nulidad de la sentencia pronunciada y retrotraer las actuaciones al momento anterior a su pronunciamiento, para que la parte actora pueda, ante la resolución expresa sobrevenida en el curso del proceso judicial y antes de la fecha en que se hubiera pronunciado la sentencia, ejercitar el derecho que alternativamente le confiere el art. 36.4 de la Ley Jurisdiccional. Pues la omisión de dicho trámite, antes de pronunciarse sentencia, al menoscabar el derecho de parte a la tutela judicial efectiva [arts. 24 y 53.2 CE, en relación con el art. 241.1 de la Ley Orgánica del Poder Judicial], es determinante de la nulidad de la sentencia, por más que en el incidente promovido no se solicite explícitamente la declaración de nulidad por dicha causa, ya que al incidir la sustanciación de cuyo trámite en la pretensión deducida en el proceso, el pronunciamiento realizado en la sentencia sobre la pretensión deducida, sin la observancia de aquel, incurre en causa de nulidad, por contrario al derecho fundamental reseñado.

3. Las consideraciones que anteceden hacen innecesario el examen de los motivos de nulidad alegados por la parte actora en el incidente promovido. Puesto que entre las alegaciones efectuadas, aquella ha puesto de manifiesto la concurrencia de una circunstancia o defecto invalidante de la sentencia y que se produjo con anterioridad al pronunciamiento de la misma, por más que el órgano judicial haya venido en conocimiento una vez pronunciada la sentencia.

CUARTO.- Resolución del incidente. Costas procesales. Medios de impugnación.

1. Por todo lo expuesto, procede la estimación del incidente planteado, en los términos expuestos en el fundamento jurídico precedente, con la consiguiente declaración de nulidad de la sentencia pronunciada y la reposición de las actuaciones procesales al momento anterior al defecto de terminante de su nulidad, siguiendo el procedimiento legalmente establecido para corregir cuyo defecto [art. 241.2, Ley Orgánica del Poder Judicial], concretamente el procedimiento establecido en la Ley Jurisdiccional para cuando en los recursos contencioso-administrativos interpuestos contra actos presuntos la Administración dictare durante su tramitación resolución expresa respecto de la pretensión inicialmente deducida [art. 36.2 de la Ley 29/1998]].
2. Sin imposición de las costas causadas en la tramitación del incidente [arts. 241.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y 139 de la Ley Jurisdiccional].

3. Contra esta resolución no cabe la interposición de recurso alguno [art. 241.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial].





PARTE DISPOSITIVA

Por lo expuesto, LA SALA DECIDE: 

1. Que procede ESTIMAR el incidente promovido respecto de la sentencia dictada en el recurso contencioso-administrativo núm. 68/2012. Y en consecuencia, se declara la nulidad de la sentencia pronunciada y se reponen las actuaciones al momento anterior a cuyo pronunciamiento, al objeto de que en el plazo de cinco días hábiles,    que mediante este auto se le confiere, la representación procesal de D. pueda, en su caso, desistir del recurso jurisdiccional interpuesto o solicitar la ampliación del mismo a la resolución expresa del Tribunal Económico-Administrativo Central, ya mencionada. Y con ello, se acordará lo que en derecho proceda.

2. Sin imposición de las costas causadas en el incidente.

3. Contra esta resolución no cabe la interposición de recurso.

4. Notifíquese este auto a las partes, con la indicación de que contra el mismo no cabe recurso.  

Así lo acuerdan y firman los Iltmos. Sres. Magistrados componentes de la Sección al inicio indicados, de todo lo cual, yo la Secretaria, doy fe.

Final del formulario
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